
I. Disposiciones generales

PRESIDENCIA DEL GOBIERNO

2903 REAL DECRETO 231/1980, de 1 de febrero, sobre 
presupuestos extraordinarios de liquidación de deu­
das de Corporaciones Locales.

El Real Decreto-ley uno/mil novecientos ochenta, de veinti­
cinco de enero, dispuso la posibilidad de que las Corporacio­
nes Locales aprueben presupuestos extraordinarios de liquida­
ción de deudas al treinta y uno de diciembre de mil nove­
cientos setenta y nueve.

La razón, fundamento y urgencia de la expresada medida 
quedaron debidamente reflejados en el preámbulo del expresado 
Real Decreto-ley, al que ahora resulta obligado remitirse.

Facultado el Gobierno para el desarrollo de lo allí estable­
cido, se considera necesario el proceder a la mayor brevedad 
posible a dictar las normas precisas para el desarrollo y aplica­
ción de la citada disposición legal; normas cuya fijación han 
estado presididas por el deseo de agilizar, flexibilizar y dar 
eficacia y virtualidad, al máximo posible, a los expedientes que 
el Real Decreto-ley preveía con objeto de que, a través de ellos, 
se puedan lograr los importantes fines que se persiguen.

En su virtud, a propuesta de los Ministros de Hacienda, 
Economía y Administración Territorial y previa deliberación del 
Consejo de Ministros en su reunión del día uno de febrero de 
mil novecientos ochenta.

DISPONGO:

Articulo primero.—Para la formación y tramitación de los 
presupuestos extraordinarios de liquidación de deudas a que se 
refiere el Real Decreto-ley uno/mil novecientos ochenta, de 
veinticinco de enero, serán de aplicación, ccn la natural adap­
tación de fechas, las normas contenidas en el Real Decreto cien­
to quince/mil novecientos setenta y nueve, de veintiséis de 
enero, y la Orden de veintisiete de enero de mil novecientos 
setenta y nueve, con exclusión de lo dispuesto por los apar­
tados cuatro y cinco del artículo primero del citado Real De­
creto en cuanto se ven afectados por lo establecido en el artícu­
lo segundo del Real Decreto-ley uno/mil novecientos ochenta, de 
veinticinco de enero.

Artículo segundo.—Los presupuestos extraordinarios a que se 
refiere el Real Decreto-ley uno/mil novecientos ochenta, de 
veinticinco de enero, habrán de ser presentados, cumplidos todos 
los trámites ante la autoridad que, conforme al artículo dieciséis 
del Real Decreto ciento quince/mil novecientos setenta y nueve, 
de veintiséis de enero, ha de sancionarlos, con anterioridad a 
quince de marzo de mil novecientos ochenta.

Artículo tercero.—En la liquidación del presupuesto ordinario 
del año mil novecientos setenta y nueve se considerarán con­
tablemente contraídos los mayores ingresos que hubieren de 
percibir los Ayuntamientos por el concepto de Contribución Te­
rritorial Urbana, en consideración al recargo estatal transito­
rio del cinco por ciento sobre la base liquidable a que se re­
fiere el artículo cuarto del Real Decreto-ley once/mil novecien­
tos setenta y nueve, de veinte de julio, así como a la cuota 
del veinte por ciento en razón del segundo semestre de mil no­
vecientos setenta y nueve, sobre la diferencia de gastos liqui­
dables. consecuencia de la actualización de los valores catastra­
les a que se refiere el articulo primero del Real Decreto-ley 
citado. Asimismo se contraerán las cantidades a percibir por 
el aumento experimentado en los recargos municipales sobre las 
licencias fiscales dal Impuesto Industrial y de Profesionales y 
Artistas.

Articulo cuarto.—Uno. Por recoger gastos producidos con an­
terioridad a uno de enero de mil novecientos ochenta, los pre­
supuestos extraordinarios de liquidación de deudas se adapta­
rán a la estructura presupuestaria a que hace referencia la 
Resolución de la Dirección General de Administración Local 
de veintitrés de noviembre de mil novecientos sesenta y seis.

Dos. El importe de la partida que recoja el «Déficit de li­
quidación del presupuesto ordinario de mil novecientos seten­
ta y nueve» se ingresará, una vez aprobado el presupuesto ex­
traordinario de liquidación de deudas, en el ordinario de mil 
novecientos ochenta, imputándose al grupo setecientos treinta y 
tres (aportaciones de entes territoriales) de su estado de in­
gresos, con objeto de lograr la numeración del presupuesto re­
fundido y de que puedan ser satisfechas las deudas procedentes 
del ejercicio anterior.

Artículo quinto.—Por los Ministerios de Hacienda, Economía 
y Administración Territorial, conjunta o separadamente, do 
acuerdo con sus respectivas competencias, se podrán dictar las

medidas precisas para el desarrollo y aplicación del presente Real 
Decreto, que entrará en vigor al día siguiente al de su publi­
cación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid a uno de febrero de mil novecientos ochenta.

JUAN CARLOS R.
El Ministro de la Presidencia,

JOSE PEDRO PEREZ-LLORCA Y RODRIGO

2904 REAL DECRETO 232/1980, de 1 de febrero, por el 
que se aprueba la disolución de la Mutualidad de 
Funcionarios de la Obra de Protección de Menores 
y se autoriza la incorporación de su colectivo al 
Régimen General de la Seguridad Social respecto 
de las contingencias gestionadas por dicha Entidad.

El Real Decreto mil ochocientos setenta y nueve/mil nove­
cientos setenta y ocho, de veintitrés de junio, dictó normas de 
aplicación a las Entidades de Previsión Social que actúan como 
sustitutorias de las correspondientes Entidades Gestoras del 
Régimen General o de los Regímenes Especiales en determinadas 
contingencias, estableciendo las oportunas previsiones cuando 
dichas Entidades, en aplicación de sus preceptos estatutarios, 
acuerden el cese en la gestión de las prestaciones de la Segu­
ridad Social obligatoria y la incorporación de sus colectivos a 
las Entidades Gestoras de los Regímenes que correspondan den­
tro del Sistema de la Seguridad Social. Entre dichas previsiones, 
las disposiciones finales primera y segunda del Real Decreto 
citado, determinan las obligaciones económicas a que han de 
hacer frente las mencionadas Entidades.

En base a lo dispuesto en dicha normativa, el Organo de go­
bierno competente de la Mutualidad de Funcionarios de la 
Obra de Protección de Menores acordó en su reunión extraor­
dinaria celebrada el día doce de julio de mil novecientos setenta 
y nueve la disolución de la misma y la incorporación de su 
colectivo al Régimen General de la Seguridad Social.

En su virtud, a propuesta de los' Ministros de Hacienda, 
Justicia y Sanidad y Seguridad Social, y previa deliberación del 
Consejo de Ministros en su reunión del día uno de febrero de 
mil novecientos ochenta,

DISPONGO:
Artículo primero.—Se aprueba la disolución de la Mutuali­

dad de Funcionarios de la Obra de Protección de Menores, do­
miciliada en Madrid, siendo baja en el Registro Oficial de Enti­
dades de Previsión Social del Ministerio de Sanidad y Seguridad 
Social en que figuraba inscrita con el número dos mil trescien­
tos sesenta y cuatro, autorizándose la incorporación de su colec­
tivo al Régimen General de la Seguridad Social.

Artículo segundo.—Uno. Los funcionarios de la Obra de 
Protección da Menores que el uno de noviembre de mil nove­
cientos setenta y nueve se encuentren en activo quedan, con 
efectos desde esa misma fecha, integrados en el Régimen General 
de la Seguridad Social, por lo que se refiere a las contingencias 
y situaciones protegidas por el extinguido Mutualismo Laboral, 
gestionadas por la Entidad de Previsión que ahora se disuelve, 
y encuadrados en la Mutualidad Laboral de Trabaj dores por 
Cuenta Ajena del Instituto Nacional de la Seguridad Social.

Dos. Lo dispuesto en el úmero anterior, excepto lo relativo 
a la fecha de efectos, será de aplicación a aquellos funcionarios 
de la Obra de Protección de Menores que adquieran tal con­
dición o pasen a la situación de servicio activo con posteriori­
dad al uno de noviembre de mil novecientos setenta y nueve.

Artículo tercero.—Uno. Los pensionistas de jubilación, inva­
lidez permanente y muerte y supervivencia de la Entidad de 
Previsión Social Mutualidad de Funcionarios de la Obra de 
Protección de Menores, que tengan tal condición al treinta y 
uno de octubre de mil novecientos setenta y nueve, pasarán a 
serlo de la Seguridad Social desde el uno de noviembre del 
mismo año. con los derechos inherentes a la condición de pen­
sionistas del Régimen General.

Dos. De conformidad con lo dispuesto en el número ante­
rior, el Instituto Nacional de la Seguridad Social asumirá, con 
efectos de uno de noviembre de mil novecientos setenta y nue­
ve, las correspondientes obligaciones, previa aportación por la 
mencionada Entidad de Previsión Social o, en su defecto, por el 
Consejo Superior de la Obra de Protección de Menores de las 
cantidades que se determinen por el Ministerio de Sanidad y 
Seguridad Social, a propuesta de dicho Instituto y de acuerdo 
con los cálculos económico-actuariales que procedan, referidos 
a la fecha de publicación del presente Real Decreto y en los 
que se incluirán las reservas matemáticas de cobertura del 
censo de pensionistas de la Mutualidad disueRa.


